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RECURSOS DE APELACIÓN
EXPEDIENTES: SUP-RAP-238/2026 Y SUP-RAP-239/2026, ACUMULADOS
RECURRENTES: PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL Y PARTIDO ACCIÓN NACIONAL
RESPONSABLE: COMISIÓN DE VERIFICACIÓN DE INTEGRIDAD EN CANDIDATURAS DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL
MAGISTRADA PONENTE: CLAUDIA VALLE AGUILASOCHO
SECRETARIADO: KAREN ANDREA GIL ALONSO, DINAH ELIZABETH PACHECO ROLDÁN Y GERARDO ALBERTO CENTENO ALVARADO
COLABORÓ: FRANCISCO LÓPEZ MANRÍQUEZ
Ciudad de México, a once de noviembre de dos mil veintiséis[footnoteRef:2]. [2:  Todas las fechas corresponden a la presente anualidad, salvo distinta precisión.] 

Sentencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que confirma, en lo que fue materia de impugnación, el acuerdo de la Comisión de Verificación de Integridad en Candidaturas del Instituto Nacional Electoral por el que, entre otras cuestiones, aprobó el plan de trabajo específico 2026-2027 y su calendario de actividades.
Lo anterior porque la Comisión no requería la intervención del Consejo General para emitir el acuerdo, pues ejerció una atribución conferida por el órgano superior de dirección y adoptó una decisión de carácter operativo que concreta lo previsto en la ley y en los Lineamientos; aunado a que la fecha límite para presentar solicitudes de treinta días antes del cierre del registro de candidaturas, responde a los tiempos que requiere cada fase de la verificación y no interfiere en la vida interna de los partidos políticos, porque la participación es voluntaria, puede iniciar desde la precandidatura y no condiciona las postulaciones.
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1. [bookmark: _Toc209704333][bookmark: _Toc217985633][bookmark: _Toc244785454]ANTECEDENTES
1. [bookmark: _Toc209521760]1.1. Reforma legal. El dos de junio se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el que se reformaron y adicionaron diversas disposiciones de la LGIPE en materia de integridad en candidaturas. La reforma incorporó a la Comisión como permanente y reguló el procedimiento de verificación.
2. 1.2. Integración de la Comisión. El treinta de julio, mediante acuerdo INE/CG482/2026, el Consejo General aprobó la integración de la Comisión como órgano permanente, en cumplimiento de la reforma legal.
3. 1.3. Lineamientos. El diez de septiembre, el Consejo General aprobó el acuerdo INE/CG552/2026, mediante el cual emitió los Lineamientos y realizó las adecuaciones atinentes a su normativa interna. En su punto octavo dispuso que la Comisión aprobaría el Plan de Trabajo, el calendario, los formatos y los demás instrumentos necesarios para implementar el procedimiento.
4. 1.4. Sentencia SUP-RAP-217/2026 y acumulado. El treinta de septiembre, esta Sala Superior revocó parcialmente el acuerdo INE/CG552/2026, para que las representaciones de los partidos políticos y las consejerías del Poder Legislativo participaran con voz, pero sin voto, en la Comisión, con los mecanismos necesarios para proteger la información confidencial y los datos personales.
5. 1.5. Cumplimiento y programa anual. El ocho de octubre, el Consejo General aprobó los acuerdos INE/CG576/2026 e INE/CG577/2026, relativos a las modificaciones derivadas de la sentencia y al Programa Anual de Trabajo de la Comisión 2026-2027. 
6. 1.6. Acuerdo impugnado [INE/CVIC/001/2026]. El quince de octubre, en sesión extraordinaria urgente, la Comisión aprobó el Plan Específico, el Prototipo del Sistema de Integridad de Verificación en Candidaturas y el Protocolo de Seguridad para la Prevención y Atención de Incidentes que Comprometan la Información y Datos Personales.
7. 1.7. Recursos de apelación. El diecinueve de octubre, el PRI y el PAN interpusieron recursos para controvertir el acuerdo antes citado; éstos se integraron con las claves SUP-RAP-238/2026 y SUP-RAP-239/2026, respectivamente.
2. [bookmark: _Toc209704334][bookmark: _Toc217985634][bookmark: _Toc244785455]COMPETENCIA
8. [bookmark: _ftnref17][bookmark: _ftnref18][bookmark: _ftnref19][bookmark: _ftnref20][bookmark: _ftnref21][bookmark: _ftnref22]Esta Sala Superior es competente para conocer y resolver los recursos de apelación, porque se controvierte un acuerdo emitido por una comisión permanente del Consejo General del INE que instrumenta un procedimiento de alcance nacional, relacionado con el proceso electoral federal y los procesos electorales locales concurrentes de 2026-2027[footnoteRef:3]. [3:  Con fundamento en los artículos 41, párrafo tercero, base VI, y 99, párrafos primero y cuarto, fracciones III y VIII, de la Constitución General; 251, 253, fracción IV, inciso a), y 256, fracción I, inciso c), de la Ley Orgánica; así como 40, numeral 1, inciso b), y 44, numeral 1, inciso a), de la Ley de Medios.] 

3. [bookmark: _Toc244785456]ACUMULACIÓN
9. Al existir identidad en el acto impugnado, autoridad responsable y conexidad en la causa, por economía procesal y con el fin de evitar el dictado de sentencias contradictorias, se ordena acumular el expediente SUP-RAP-239/2026 al diverso SUP-RAP-238/2026, por ser éste el que se recibió en primer orden en esta Sala Superior.
10. Atento a ello, se deberá agregar copia certificada de los resolutivos del presente fallo al expediente acumulado[footnoteRef:4]. [4:  Lo anterior, con fundamento en los artículos 267, fracción XI, de la Ley Orgánica; 31 de la Ley de Medios, y 79 del Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.] 

4. [bookmark: _Toc244785457]ESTUDIO DE LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA
11. En sus informes circunstanciados, la Comisión hace valer la extemporaneidad de los recursos porque sostiene que los partidos controvierten atribuciones que se le confirieron por el Consejo General mediante el acuerdo INE/CG552/2026, aprobado el diez de septiembre.
12. En su concepto, ese acuerdo adquirió firmeza, por lo que la emisión de una determinación posterior no permite reabrir el plazo para impugnarlo.
13. La causal de improcedencia debe desestimarse.
14. El artículo 10, numeral 1, inciso b), de la Ley de Medios prevé que los medios de impugnación serán improcedentes cuando se promuevan contra actos consentidos expresamente o que no se hayan impugnado dentro del plazo legal. A su vez, el artículo 8 de la propia Ley de Medios establece que las demandas deben presentarse dentro de los cuatro días siguientes a aquel en que se tenga conocimiento del acto o se notifique, conforme a la ley aplicable.
15. En el caso, el Consejo General confirió atribuciones a la Comisión mediante el acuerdo INE/CG552/2026, pero los partidos no controvierten ese acuerdo.
16. Por el contrario, las demandas se dirigen contra el acuerdo INE/CVIC/001/2026, aprobado el quince de octubre, al que atribuyen vicios propios en su emisión y contenido.
17. Los recurrentes afirman que la Comisión excedió la competencia para aprobar el Plan Específico, el calendario y sus anexos sin someterlos a consideración del Consejo General. También cuestionan el límite de treinta días previos a la conclusión del registro de candidaturas, para solicitar la verificación y, en el caso del PAN, la falta de un mecanismo que atienda las situaciones extraordinarias que identifica.
18. De ahí que la impugnación no recaiga en el acuerdo del diez de septiembre tampoco en los Lineamientos pues los agravios se encaminan a cuestionar una actuación posterior señalando los aspectos concretos que consideran contrarios a Derecho.
19. Particularmente, por un lado, aun cuando reconocen que formalmente la Comisión cuenta con la atribución de emitir el Plan Específico y el calendario, sostienen que éstos prevén temas sustantivos que requerían su aprobación por el Consejo General.
20. Por otro, controvierten la regla que exige presentar las solicitudes treinta días antes de la conclusión del registro de candidaturas la cual no está en los Lineamientos, pues el artículo 16 únicamente dispone que la Comisión aprobará un calendario diferenciado por tipo de cargo y ámbito de elección, con lo que queda de manifiesto que esa regla aparece por primera vez en el apartado 2 del Plan Específico, que forma parte del acuerdo impugnado.
21. Por tanto, dado que el acuerdo se aprobó el quince de octubre y las demandas se presentaron el diecinueve siguiente, no se actualiza la extemporaneidad alegada por la responsable, al estar las impugnaciones dentro del plazo legal de cuatro días naturales previstos para ello[footnoteRef:5]. [5:  Tomando en consideración que todos los días y horas son hábiles porque el proceso electoral concurrente 2026-2027 está en curso; de conformidad con los artículos 7, numeral 1, y 8 de la Ley de Medios.] 

5. [bookmark: _Toc244785458]PROCEDENCIA
22. [bookmark: _ftnref7][bookmark: _ftnref4]Los recursos de apelación reúnen los requisitos de procedencia previstos en los artículos 7, numeral 1, 9, numeral 1, y 13, numeral 1, inciso a), fracción I, así como 40 y 45, de la Ley de Medios, conforme a lo siguiente:
23. a) Forma. Las demandas se presentaron por escrito ante la autoridad responsable; se identifican los partidos apelantes, los nombres y firmas autógrafas de quienes interponen los recursos en su representación, así como el acto impugnado. Asimismo, se exponen los hechos, agravios y disposiciones presuntamente vulneradas. 
24. b) Oportunidad. Como se estableció en el apartado previo, los recursos se interpusieron dentro del plazo legal de cuatro días, porque el acuerdo impugnado se aprobó en la sesión extraordinaria de la Comisión celebrada el quince de octubre y ambas demandas se presentaron el diecinueve siguiente.
25. c) Legitimación y personería. Los partidos recurrentes están legitimados para interponer los recursos, al tratarse de partidos políticos nacionales que comparecen por conducto de sus respectivos representantes propietarios ante el Consejo General del INE, carácter que la autoridad responsable les reconoce en los informes circunstanciados.
26. d) Interés jurídico. Los recurrentes cuentan con interés jurídico, porque controvierten un acuerdo que regula su participación en el procedimiento de verificación de integridad en candidaturas y fija las fechas en que pueden presentar sus solicitudes.
27. e) Definitividad. El acuerdo impugnado es definitivo y firme, porque no existe otro medio de impugnación que deba promoverse antes de acudir a esta instancia jurisdiccional.
6. [bookmark: _Toc244785459]ESTUDIO DE FONDO
6.1. [bookmark: _Toc217985640][bookmark: _Toc244785460]Materia de controversia
6.1.1. [bookmark: _Toc217985642][bookmark: _Toc244785461]Acto impugnado
28. Al aprobar el acuerdo INE/CVIC/001/2026, la Comisión señaló[footnoteRef:6] que el Consejo General, en el punto OCTAVO del acuerdo INE/CG552/2026, determinó que la Comisión aprobaría el plan de trabajo, el calendario, los formatos y demás instrumentos necesarios para implementar el procedimiento de verificación. [6:  Para sustentar su competencia, citó los artículos 42, numeral 2, 200 Bis y 200 Ter de la LGIPE, así como 7, numeral 1, 12, numeral 5, y 13, numeral 1, de los Lineamientos.] 

29. En lo que interesa, fijó el periodo de recepción de solicitudes y los plazos de cada etapa que se describieron en la cuestión preliminar, destacando que la Comisión únicamente recibe las solicitudes y las canaliza a las instancias competentes en materia de seguridad, inteligencia, procuración de justicia y financiera, a las que corresponde el análisis de riesgo, y que el INE da seguimiento al procedimiento y entrega las comunicaciones a sus destinatarios sin acceder a su contenido.
30. Por otra parte, consideró necesaria la aprobación de formatos y mecanismos estandarizados para garantizar que las solicitudes cumplieran requisitos homogéneos, así como de instrumentos de consentimiento informado y avisos de privacidad, a fin de salvaguardar la voluntariedad del procedimiento y la protección de los datos personales.
31. Con base en esas consideraciones aprobó los instrumentos e instruyó a la Coordinación Nacional de Comunicación Social y a la Unidad Técnica de Servicios de Informática para que apoyaran a la Secretaría Técnica en la difusión del procedimiento y en la construcción del sistema.
32. Es de destacar que en el Anexo Uno del acuerdo impugnado, que contiene el Plan Específico, la Comisión definió las etapas del procedimiento de verificación de integridad en candidaturas, las autoridades que intervienen y los plazos de sus principales actuaciones. 
33. En su apartado 1.2 estableció que en el proceso electoral concurrente 2026-2027 se renovarán aproximadamente 20,061 (veinte mil sesenta y un) cargos de elección popular, que podrían recibirse solicitudes para el procedimiento de verificación de integridad de candidaturas por los partidos políticos y candidaturas independientes para cada uno de esos cargos, tanto para titulares como suplentes, por lo que, al depender de los propios partidos políticos [y candidaturas] no era posible estimar cuántas solicitudes se recibirían.
34. El apartado 2 prevé que los partidos políticos nacionales y locales pueden presentar solicitudes desde que las personas obtienen su registro como precandidatas y hasta treinta días antes de la conclusión del registro de candidaturas. Para las personas aspirantes a una candidatura independiente prevé un periodo equivalente, a partir de su registro como aspirantes.
35. Para las solicitudes partidistas, el apartado 2.1 dispone que, de manera ordinaria, dentro de los primeros ocho días posteriores a la presentación, la Secretaría Técnica revisa la documentación, formula las prevenciones que procedan, recibe su desahogo y requiere a las autoridades competentes.
36. A partir de la notificación del requerimiento, las autoridades competentes cuentan con quince días para emitir sus comunicaciones y hasta tres días más para notificarlas a la Secretaría Técnica.
37. Recibidas las comunicaciones, la Secretaría Técnica las registra y las entrega a las personas designadas por los partidos a la brevedad posible. La entrega se realiza en sesión de la Comisión y, cuando la carga técnico-operativa lo justifique, puede hacerse de manera directa para evitar que las comunicaciones se emitan después de concluido el periodo de registro de candidaturas[footnoteRef:7]. Por su parte, el apartado 2.2 prevé las mismas etapas y plazos para las candidaturas independientes.  [7:  Anexo Uno, apartado 1.5, numeral 8.] 

38. Las actividades posteriores a la entrega, como la elaboración del informe estadístico y su presentación ante el Consejo General, no forman parte del periodo de verificación.
6.1.2. [bookmark: _Toc217985643][bookmark: _Toc244785462]Planteamientos ante esta Sala Superior
39. Los recurrentes pretenden que se revoque el acuerdo, para que el Consejo General lo apruebe o para que la Comisión emita uno nuevo que atienda sus planteamientos.
40. En primer lugar, ambos partidos afirman que la Comisión excedió sus atribuciones al aprobar el acuerdo sin remitirlo al Consejo General y darle vigencia inmediata porque sostienen que el artículo 7, numeral 1, inciso a), de los Lineamientos no puede prevalecer sobre el artículo 9 del Reglamento de Comisiones, que obliga a presentar al Consejo el programa anual de trabajo, tampoco sobre el artículo 443 del Reglamento de Elecciones, que reserva al Consejo los ajustes que impliquen normas o criterios generales.
41. Reconocen que, si bien el Consejo General confirió a la Comisión la atribución de aprobar el calendario, no puede interpretarse esa facultad como absoluta porque una decisión con implicaciones sustantivas para los partidos, como el límite de treinta días, impone una carga procesal y afecta la organización de sus procesos internos, por lo que corresponde aprobarla al órgano superior de dirección, conforme al artículo 41 de la Constitución General.
42. En segundo lugar, ambos exponen que el límite de treinta días carece de fundamentación y motivación y que contraviene el artículo 200 Bis de la LGIPE, que sólo exige presentar los listados antes del registro. Afirman que desatiende el artículo 228, numeral 3, de la LGIPE y el acuerdo del Consejo General sobre criterios y plazos de precampañas, conforme a los cuales los medios de impugnación internos se resuelven a más tardar catorce días después de la elección interna, y que los partidos sólo deberían presentar a quienes resulten electos en sus procesos de selección. 
43. En su concepto, el término fijado es desproporcionado y vulnera la autoorganización partidista, en contravención de los artículos 41 de la Constitución General y 34, numeral 2, inciso d), de la LGPP. Agregan que tomar como referencia la conclusión del registro, y no su inicio, genera desigualdad e incertidumbre, porque los periodos de registro de candidaturas varían entre las entidades federativas.
44. Por su parte, el PAN agrega que la responsable no expuso las razones técnicas del límite establecido, tampoco los tiempos de intervención de cada institución, y que omitió analizar su compatibilidad con los calendarios de precampañas, selección interna, justicia partidista y registro de candidaturas, federal y locales. En su concepto, el calendario debió prever mecanismos extraordinarios para las candidaturas que deriven de sustituciones legalmente procedentes, de resoluciones jurisdiccionales o de circunstancias supervenientes, conforme a los artículos 239 y 241 de la LGIPE, así como precisar que no presentar una solicitud de verificación no constituye un requisito de elegibilidad.
6.1.3. [bookmark: _Toc240371632][bookmark: _Toc240408505][bookmark: _Toc16695557][bookmark: _Toc15739420][bookmark: _Toc15486623][bookmark: _Toc65772956][bookmark: _Toc159850486][bookmark: _Toc217985644][bookmark: _Toc244785463]Cuestión a resolver
45. Esta Sala Superior debe determinar si fue correcto que la Comisión aprobara el acuerdo impugnado sin la intervención del Consejo General y si el límite de treinta días se encuentra justificado y es compatible con las facultades de selección partidista.
6.1.4. [bookmark: _Toc217985645][bookmark: _Toc244785464]Decisión
46. Esta Sala Superior considera procedente confirmar, en lo que fue materia de impugnación, el acuerdo impugnado, porque la Comisión podía aprobar el Plan Específico sin someterlo al Consejo General, pues ejerció una atribución que el órgano superior de dirección le confirió de manera expresa y, por su contenido, el acuerdo es de carácter operativo y concreta lo previsto en la LGIPE y en los Lineamientos.
47. Además, el límite para presentar solicitudes treinta días antes de la conclusión del registro de candidaturas es adecuado, porque se justifica en las etapas del propio calendario y no interfiere en la vida interna de los partidos políticos, al tratarse de un procedimiento voluntario que admite solicitudes desde la precandidatura y no condiciona el registro.
6.2. [bookmark: _Toc244785465]Justificación
6.2.1. [bookmark: _Toc244785466]Marco normativo
48. El Consejo General es el órgano superior de dirección del INE y cuenta con comisiones que lo auxilian en el ejercicio de sus atribuciones. La Comisión es una de las comisiones permanentes que prevé la LGIPE[footnoteRef:8]. [8:  Artículos 41, párrafo tercero, base V, apartado A, de la Constitución General; 35 y 42, numerales 1 y 2, de la LGIPE.] 

49. La Comisión recibe de los partidos políticos, o de las personas aspirantes a una candidatura independiente, los listados de quienes pretendan postular, antes de su registro ante la autoridad electoral, para que las instancias de seguridad, inteligencia, procuración de justicia y financiera realicen un análisis de riesgo. La entrega es voluntaria y puede ser total o parcial, y con la información que reciben los partidos deciden sobre el registro de las personas evaluadas[footnoteRef:9].  [9: Artículo 200 Bis, numerales 1, 2 y 4, de la LGIPE.] 

50. El legislador encomendó al INE emitir los lineamientos que regulen los plazos, términos, criterios y procedimientos para la recepción, análisis, procesamiento y entrega de la información[footnoteRef:10]. [10:  Artículo quinto transitorio del decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el dos de junio.] 

51. El Consejo General emitió los Lineamientos[footnoteRef:11] y otorgó a la Comisión la atribución de aprobar el calendario de cada procedimiento, incluidos los plazos para la recepción de solicitudes, la remisión de información a las instancias competentes y la entrega de las comunicaciones.  [11:  A través del acuerdo INE/CG552/2026, con la precisión de que los aludidos Lineamientos se reformaron mediante el diverso acuerdo INE/CG576/2026, en cumplimiento a la sentencia dictada en el recurso SUP-RAP-217/2026 y acumulado.] 

52. También le encargó aprobar, antes de que inicie la recepción, un plan específico congruente con su programa anual, con las etapas, actividades, plazos y responsables del procedimiento, y dispuso que el calendario forme parte del plan[footnoteRef:12].   [12:  Artículos 7, numeral 1, inciso a), 12, numeral 5, 13, numerales 1 y 3, y 16, numeral 1, de los Lineamientos.] 

53. En el punto OCTAVO del acuerdo INE/CG552/2026 reiteró que la Comisión aprobaría el plan de trabajo, el calendario, los formatos, los mecanismos físicos o digitales, los instrumentos de confidencialidad y demás documentos necesarios para implementar el procedimiento[footnoteRef:13]. [13:  Aspecto que no fue motivo de modificación en la ejecutoria de la apelación SUP-RAP-217/2026 y acumulado.] 

6.2.2. [bookmark: _Toc244364235][bookmark: _Toc244785467]La Comisión podía aprobar el Plan Específico sin someterlo al Consejo General
54. En consideración de este órgano jurisdiccional, no asiste razón a los recurrentes cuando afirman que la Comisión excedió sus atribuciones al aprobar el acuerdo sin remitirlo al Consejo General, lo que sustentan en que los Lineamientos no pueden prevalecer sobre el Reglamento de Comisiones y el Reglamento de Elecciones, y en que una decisión con implicaciones sustantivas para los partidos debe aprobarla el órgano superior de dirección. 
55. Esto es así porque la Comisión ejerció una atribución que el propio Consejo le confirió de manera expresa y dada la materia del acuerdo, al tratarse de cuestiones de carácter operativo no resulta necesario su posterior aprobación por el Consejo General, pues concreta en fechas y etapas decisiones sustantivas que ya están en la LGIPE y en los Lineamientos.
56. Además, la Comisión no se atribuyó una facultad del Consejo General, por el contrario, actuó en estricto acatamiento a lo dispuesto por el órgano superior de dirección, así también, las disposiciones que prevé esta facultad no fueron modificadas por esta Sala Superior al resolver el SUP-RAP-217/2026 y acumulado, cuyos efectos se limitaron a la participación de las representaciones partidistas y de las consejerías del Poder Legislativo en la Comisión, por lo cual, es un aspecto firme.
57. Cierto es que el artículo 9, numeral 1, inciso a), del Reglamento de Comisiones obliga a las comisiones permanentes a presentar al Consejo General, para su aprobación, un programa anual de trabajo, sin embargo, esa obligación se cumplió con el acuerdo INE/CG577/2026, que aprobó el programa anual de la Comisión para 2026-2027. 
58. Para mayor claridad, debe tenerse claro que el plan específico es un instrumento distinto, previsto en los Lineamientos para cada proceso electoral, que debe ser congruente con el programa anual y cuya aprobación se confió a la responsable.  
59. El numeral 2 del artículo 9 del Reglamento de Comisiones, relativo a los informes, dictámenes o proyectos que las comisiones presentan en los asuntos que el Consejo les encomienda, tampoco resulta aplicable, porque en este caso el encargo consistió en aprobar el plan y el calendario, no en elaborar un proyecto para someterlo a consideración del Consejo General.
60. Tampoco es aplicable al caso el artículo 443 del Reglamento de Elecciones, porque la distinción que prevé entre los ajustes técnicos y operativos que pueden aprobar las comisiones y los que, por implicar una norma o un criterio general, deben someterse al Consejo General, se refiere únicamente a las modificaciones de los anexos de ese reglamento, entre los que no se encuentra el Plan Específico, previsto en los Lineamientos para operar el procedimiento de verificación de integridad en candidaturas.
61. De ahí que no exista la antinomia que plantean los recurrentes entre los Lineamientos y los artículos 9 del Reglamento de Comisiones y 443 del Reglamento de Elecciones, pues estos preceptos regulan supuestos distintos al que aquí se analiza, mientras que la aprobación del Plan Específico es un acto previsto en los propios Lineamientos, que el Consejo General emitió y en los que encomendó esa tarea a la Comisión, por lo que no hay base para exigir que también lo aprobara el órgano superior de dirección.
62. Ahora bien, lo alegado por los apelantes en cuanto a que se trata de cuestiones sustanciales, tampoco conduce a una conclusión distinta, porque, desde una dimensión material del planteamiento, no asiste razón a los recurrentes cuando sostienen que, aun cuando el Consejo General confirió a la Comisión la atribución de aprobar el calendario, una decisión con implicaciones para los partidos y sus procesos internos, como el límite de treinta días, equivale a un criterio general que sólo puede aprobar el órgano superior de dirección, porque el contenido del acuerdo, analizado por su materia y por sus efectos, se limita a ejecutar en el plano operativo decisiones sustantivas que ya adoptaron el legislador y el propio Consejo.
63. Las definiciones de fondo del procedimiento de verificación se encuentran en la LGIPE y en los Lineamientos, que establecen quiénes pueden solicitar la verificación, su carácter voluntario, el consentimiento informado, los requisitos de la solicitud, el valor exclusivamente informativo de las comunicaciones y la ausencia de consecuencias sobre el registro de candidaturas, así como el momento en que debe recibirse la información, que la ley ubica antes del registro. 
64. Además, los Lineamientos precisan que el calendario únicamente concreta fechas y no puede modificar los plazos sustantivos[footnoteRef:14], por lo que el cierre de la recepción treinta días antes de la conclusión del registro concreta, para cada elección, la fecha que permite agotar las etapas del procedimiento y entregar la información con oportunidad. [14:  Artículo 16, numeral 5.] 

65. En concepto de este órgano jurisdiccional, el límite de treinta días controvertido no tiene una incidencia material que obligue a reservarlo al órgano superior de dirección, pues no crea requisitos o cargas para participar en el proceso electoral, dado que el procedimiento es voluntario, no condiciona el registro de candidaturas y tampoco delimita los derechos de las personas involucradas, incluso admite solicitudes desde el registro de las precandidaturas y la entrega parcial de los listados, y puede ajustarse ante circunstancias justificadas, de manera que su efecto se limita a ordenar el periodo en que la Comisión recibe las solicitudes que los partidos decidan presentar.
66. Por otra parte, la distribución de competencias entre el Consejo General y sus comisiones no depende de la relevancia que las partes atribuyan a una decisión, porque corresponde al órgano superior de dirección definir cuáles se reserva y cuáles otras encomienda a sus comisiones, como lo hizo de manera expresa respecto de los plazos de recepción de solicitudes[footnoteRef:15].  [15:  Artículos 7, numeral 1, inciso a), y 16, numeral 1, inciso b), de los Lineamientos, y punto OCTAVO del acuerdo INE/CG552/2026.] 

67. Sostener que toda decisión con impacto en los partidos debe volver al Consejo General, con independencia de esa distribución, privaría de eficacia a las comisiones permanentes que la ley prevé como órganos auxiliares, con un efecto especialmente grave en una comisión cuyo calendario debe ajustarse con oportunidad durante el proceso electoral y cuya utilidad depende de que la información llegue a los partidos antes del registro de candidaturas[footnoteRef:16]. [16:  Artículos 13, numeral 4, y 16, numeral 4, de los Lineamientos.] 

68. Lo anterior no deja la decisión fuera de control, pues el Consejo General recibe informes periódicos de la Comisión[footnoteRef:17] y el momento del término está sujeto a revisión jurisdiccional, como se analiza en el apartado siguiente. [17:  Artículo 9, numeral 3, del Reglamento de Comisiones.] 

6.2.3. [bookmark: _Toc244785468]El límite de treinta días está justificado y no interfiere en la vida interna de los partidos políticos.
69. Esta Sala Superior considera que deben desestimarse los agravios relativos al límite para presentar solicitudes hasta treinta días antes de la conclusión del registro de candidaturas, porque su previsión está fundada y motivada en el propio acuerdo y en su anexo, que describen las etapas y los tiempos que lo explican; además, es congruente con la finalidad que la LGIPE asigna al procedimiento.
70. No asiste razón a los recurrentes cuando afirman que el término carece de fundamentación y motivación, al respecto, esta Sala Superior ha sostenido que el acto de autoridad debe analizarse como una unidad, de manera que el requisito previsto en el artículo 16 de la Constitución General se cumple si las razones y fundamentos constan en cualquier parte de él[footnoteRef:18], y que, tratándose de actos de carácter general, basta que la autoridad cuente con la atribución para emitirlos y que existan situaciones que requieran regulación, sin que deba justificar por separado cada disposición[footnoteRef:19]. [18:  Jurisprudencia 5/2002, de rubro: FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SE CUMPLE SI EN CUALQUIER PARTE DE LA RESOLUCIÓN SE EXPRESAN LAS RAZONES Y FUNDAMENTOS QUE LA SUSTENTAN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES Y SIMILARES), publicada en Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, suplemento 6, año 2003, pp. 36 y 37.]  [19:  Jurisprudencia 1/2000, de rubro: FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACUERDOS DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL, QUE SE EMITEN EN EJERCICIO DE LA FUNCIÓN REGLAMENTARIA, publicada en Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, suplemento 4, año 2001, pp. 16 y 17.] 

71. En el caso, el acuerdo se funda en los artículos 42, numeral 2, 200 Bis y 200 Ter de la LGIPE, así como 7, numeral 1, 12, numeral 5, y 13, numeral 1, de los Lineamientos, que otorgan a la Comisión la atribución para fijar el calendario y sus plazos y su motivación se desarrolla de forma concreta en el Anexo Uno, que forma parte integral del acuerdo conforme a su punto PRIMERO y que, como se precisó en el apartado relativo al Acto impugnado, asigna ocho días a la revisión de la solicitud, la atención de prevenciones y el requerimiento a las autoridades; quince días a la emisión de las comunicaciones por parte de las autoridades competentes y hasta tres días a su notificación a la Secretaría Técnica, etapas que dan un total de veintiséis días y, sumadas al tiempo necesario para recibir, registrar y entregar las comunicaciones, explican la anticipación de treinta días al registro de candidaturas, para dar margen a que los partidos políticos puedan realizar los registros correspondientes.
72. El propio Plan Específico declara la finalidad del plazo, al definir el objeto de la Comisión como la recepción de los listados con anterioridad al registro formal ante la autoridad electoral[footnoteRef:20] y prever que, cuando la carga técnico-operativa lo justifique, la Secretaría Técnica podrá remitir las comunicaciones de manera directa con la finalidad de evitar emitir dichas comunicaciones de manera posterior a la conclusión del periodo de registro de candidaturas[footnoteRef:21], lo que explica que el calendario defina la fecha límite para recibir solicitudes de verificación de integridad, como la conclusión del registro menos treinta días naturales[footnoteRef:22]. [20:  Anexo Uno, apartado 1.3, inciso a).]  [21:  Anexo Uno, apartado 1.5, numeral 8.]  [22:  Anexo Uno, apartado 2, cuadro de fechas límite.] 

73. Se comparte la valoración de la responsable, porque determinar el tiempo necesario para la revisión de las solicitudes y el análisis de riesgo a cargo de las instancias de seguridad, inteligencia, procuración de justicia y financiera es una cuestión técnica y operativa que el legislador encomendó al INE y que corresponde a la Comisión concretar en su calendario. De ahí que el control jurisdiccional se limite a verificar que el término se encuentre justificado, sea razonable y guarde relación con la finalidad legal del procedimiento, como ocurre en el caso. 
74. Reducirlo con el único propósito de ampliar el periodo de recepción comprometería el tiempo de análisis del que dependen la utilidad del procedimiento y su propósito preventivo. 
75. Incluso, no se debe perder de vista que, como se explicó en el citado Anexo, en el proceso electoral concurrente se renovarán aproximadamente veinte mil sesenta y un cargos de elección popular y, por cada tipo de cargo, cada partido político nacional y local, así como candidaturas independientes, tienen la oportunidad de pedir la verificación de integridad, lo que implica la posibilidad de un gran cúmulo de solicitudes que podrían requerir atención y, por ende, es importante contar con tiempo para desahogarlas correctamente.  
76. Además, contrario a lo que sostienen los recurrentes, el límite temporal no contraviene el artículo 200 Bis de la LGIPE, porque la recepción de los listados antes de su registro ante la autoridad electoral que prevé ese precepto es una condición temporal ligada a la finalidad del procedimiento, que es dotar a los partidos de información para decidir sobre sus postulaciones, y no conlleva que las solicitudes puedan presentarse hasta el último momento anterior al registro, máxime que el legislador encomendó al INE regular los plazos para la recepción, el análisis, el procesamiento y la entrega de la información.
77. Así lo reconoció esta Sala Superior al resolver el SUP-RAP-217/2026 y acumulado, en el que sostuvo que el artículo quinto transitorio autoriza al INE a definir las reglas necesarias para hacer viable el procedimiento, en particular, las relativas a la recepción de solicitudes, su procesamiento y la oportunidad en que debe entregarse la información, y que la organización del calendario por tipo de cargo es una medida instrumental para ese fin. 
78. En la misma línea, los Lineamientos, que los recurrentes no controvierten, disponen que, en todo caso, la entrega de la información reservada a los partidos políticos y candidaturas independientes por parte de la Comisión deberá realizarse en un periodo pertinente y antes de que inicie la etapa de registro de candidaturas correspondiente, de acuerdo con el tipo de cargo de elección popular de que se trate y el ámbito de elección[footnoteRef:23]. [23:  Artículo 16, numeral 3, de los Lineamientos.] 

79. Es decir, prevén agotar el procedimiento incluso antes del inicio del registro, por lo que el calendario controvertido, al tomar como referencia la conclusión del registro, otorga a los partidos políticos un periodo de recepción más amplio[footnoteRef:24]. [24:  Al respecto, es importante tener en consideración que, atendiendo al principio de no reformar en perjuicio (non reformatio in peius), la impugnación de los apelantes no podría resultar en su perjuicio, considerando que su pretensión es contar con más tiempo para realizar las solicitudes.] 

80. Igualmente, no tienen razón los recurrentes cuando afirman que el límite interfiere en sus procesos internos de selección porque, si bien las autoridades electorales sólo pueden intervenir en los asuntos internos de los partidos en los términos que establezcan la Constitución General y la ley, entre ellos los procedimientos y requisitos para seleccionar precandidaturas y candidaturas[footnoteRef:25], el calendario impugnado no regula esos procedimientos, pues no define requisitos, órganos competentes, métodos de selección, fechas de las elecciones internas o medios de impugnación partidistas, y se limita a fijar el periodo en que la Comisión recibe las solicitudes que los partidos decidan presentar. [25:  Artículos 41, párrafo tercero, base I, de la Constitución General, y 34, numeral 2, inciso d), de la LGPP.] 

81. El diseño del procedimiento permite, incluso, que los partidos lo utilicen sin alterar sus calendarios internos, porque la recepción inicia cuando las personas obtienen su registro como precandidatas, de manera que no es necesario esperar a que concluyan los procesos internos o a que se resuelvan en definitiva las impugnaciones partidistas, como lo afirman en sus demandas.
82. Los partidos pueden presentar una solicitud de verificación por cada tipo de cargo a elegir[footnoteRef:26], ya sea para la totalidad de ellos o solo para algunos, dado que la entrega de la información puede ser total o parcial[footnoteRef:27], y, si deciden cambiar a la persona que pretenden postular, pueden informarlo a la Comisión para que se tramite la nueva solicitud dentro de los tiempos programados[footnoteRef:28]. [26:  Artículo 3, numeral 2, de los Lineamientos.]  [27:  Artículo 200 Bis, numeral 2, de la LGIPE.]  [28:  Artículo 3, numeral 2, de los Lineamientos.] 

83. En este mismo sentido, el artículo 228, numeral 3, de la LGIPE no conduce a una conclusión distinta, porque el plazo de catorce días que prevé para resolver los medios de impugnación internos se computa a partir de la consulta o asamblea en que se adoptó la decisión sobre candidaturas y está dirigido a la justicia partidista, sin imponer a los partidos un periodo determinado antes del registro. 
84. Aunado a lo anterior, el hecho de que la LGIPE permita a los partidos resolver sus medios de impugnación internos hasta catorce días después de la consulta o asamblea en que se definan las candidaturas no implica que deban agotar ese plazo en todos los casos, de ahí que nada les impide organizar su justicia interna para que sus postulaciones queden definidas dentro del periodo de recepción de solicitudes y, si una impugnación partidista se resuelve o se presenta una sustitución cuando ese periodo ya concluyó, será la Comisión la que, atendiendo a las particularidades del caso, pondere si todavía es posible agotar el procedimiento de verificación, en los términos que se precisan más adelante.
85. Además, se insiste, el acto impugnado no prevé que para formular la solicitud deban agotarse previamente los medios de impugnación intrapartidistas, en realidad señala que ésta se puede presentar a partir de que la persona atinente obtenga su registro como precandidata.
86. A lo anterior se suma que la participación en el procedimiento es voluntaria y que no presentar una solicitud, o presentarla fuera del plazo, no genera consecuencia alguna sobre la postulación o el registro de una candidatura, o sobre el ejercicio de los derechos político-electorales de las personas involucradas[footnoteRef:29], por lo que el término no restringe la libertad de los partidos para definir sus postulaciones, tampoco el derecho de la ciudadanía a ser votada por la vía partidista o independiente[footnoteRef:30]. [29:  Artículos 14, numerales 1 y 2, y 17, numeral 5, de los Lineamientos.]  [30:  Artículo 35, fracción II, de la Constitución General.] 

87. Por otra parte, el límite temporal no genera desigualdad o incertidumbre, como lo afirman los recurrentes, porque el calendario aplica a todos los partidos la misma regla y la diferencia de fechas entre entidades federativas deriva de que cada una define, conforme a su legislación y a las determinaciones de su autoridad electoral, sus periodos de registro de candidaturas, de manera que aplicar un mismo parámetro a periodos distintos produce fechas distintas sin dar un trato diferenciado a quienes se encuentran en la misma situación. 
88. Finalmente, tampoco le asiste la razón al PAN cuando afirma que la responsable debió armonizar el calendario con la selección interna, la justicia partidista y las sustituciones de candidaturas, y prever mecanismos extraordinarios para las postulaciones que se definan después del término controvertido, porque la verificación no es un requisito de elegibilidad, de manera que una sustitución o una postulación que derive de una sentencia puede registrarse con independencia de ella y la normativa aplicable ya prevé cómo atender los cambios de personas, los ajustes al calendario y las circunstancias extraordinarias.
89. En efecto, en cuanto a los cambios y las situaciones no previstas, los Lineamientos permiten que los partidos informen a la Comisión el cambio de la persona que pretenden postular, para que se tramite una nueva solicitud dentro de los tiempos programados[footnoteRef:31], y autorizan a la responsable a modificar el plan de trabajo ante circunstancias operativas, normativas o interinstitucionales que lo justifiquen, con el deber de comunicar oportunamente a los partidos los cambios que incidan en sus actividades o plazos, así como a modificar el calendario ante causas justificadas o cualquier circunstancia extraordinaria[footnoteRef:32].  [31:  Artículo 3, numeral 2, de los Lineamientos.]  [32:  Artículos 13, numeral 4, y 16, numeral 4, de los Lineamientos.] 

90. A su vez, el Plan Específico prevé que la Secretaría Técnica informe a la Presidencia y a la Comisión de las circunstancias que puedan afectar los plazos, para que se determinen los ajustes procedentes[footnoteRef:33], de manera que la Comisión cuenta con una vía para valorar, en cada caso, las solicitudes que se presenten con motivo de sustituciones, resoluciones jurisdiccionales o circunstancias supervenientes, y sus determinaciones podrán ser sometidas a la revisión de las autoridades competentes. [33:  Anexo Uno, apartado 1.8.] 

91. Finalmente, debe señalarse que no existe diferencia de trato entre las personas postuladas desde el inicio y aquellas cuya candidatura derive de una sustitución o del cumplimiento de una resolución, porque el acceso al procedimiento depende de que la solicitud se presente dentro de los tiempos programados, con independencia de la forma en que se defina la postulación, y quien no se somete a la verificación no resiente consecuencia alguna en su registro o en el ejercicio de sus derechos, de manera que ninguna candidatura obtiene una ventaja jurídica frente a otra.
92. Al haberse desestimado los agravios, lo procedente es confirmar, en lo que fue materia de impugnación, el acuerdo impugnado.
7. [bookmark: _Toc240408523][bookmark: _Toc240408524][bookmark: _Toc240408525][bookmark: _Toc240408526][bookmark: _Toc240408527][bookmark: _Toc240408528][bookmark: _Toc240408529][bookmark: _Toc217985651][bookmark: _Toc244785469]RESOLUTIVOS
PRIMERO. Se acumula el recurso de apelación SUP-RAP-239/2026 al diverso SUP-RAP-238/2026.
SEGUNDO. Se confirma, en lo que fue materia de impugnación, el acuerdo impugnado. 
NOTIFÍQUESE.
En su oportunidad, archívense los presentes expedientes como asuntos concluidos y, en su caso, devuélvase la documentación atinente.
[bookmark: LPHit6]Así, por unanimidad de votos, lo resolvieron y firmaron electrónicamente la Magistrada y los Magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. El Secretario General de Acuerdos da fe.
Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas electrónicas certificadas, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo General de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 3/2020, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral. Asimismo, en el Acuerdo General 2/2023.
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